HOMICIDIO

RADICACIÓN:       664003189001-2004-00220-01

PROCESADO:        FERNANDO DE J. TORRES CANO    


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, marzo dieciocho de dos mil cinco 

               Aprobado por Acta No. 110

                            Hora: 11 am 

Corresponde conocer de la apelación que interpone la defensora del procesado FERNANDO DE JESÚS TORRES CANO, contra la sentencia de condena proferida el pasado diecisiete (17) de enero DE 2005 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), por medio de la cual se le impuso como pena la de ciento cuatro (104) meses de prisión al declararlo autor responsable del delito de Homicidio.

No se aprecian irregulares sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

1.- PRECEDENTES

1.1. Correspondió conocer al Juzgado Promiscuo del Circuito con sede en La Virginia, de una actuación que por delito Homicidio venía adelantando la Fiscalía Veintisiete Seccional en contra del señor TORRES CANO.

1.2. El ente acusador efectuó audiencia de formulación de cargos para sentencia anticipada, en cuyo desarrollo se le imputó autoría por el delito de Homicidio Simple Voluntario en la persona de ALBA JANETTE QUENGUÁN CASTAÑEDA.

1.3. El señor Juez del conocimiento decidió acoger el acuerdo y profirió sentencia congruente con los cargos formulados, esto es, por el tipo penal referido en el artículo 103 de la Ley 599 de 2000 -homicidio simple-, a consecuencia de lo cual le impuso como pena el mínimo establecido (13 años) menos el descuento que se autoriza por acogimiento a sentencia anticipada (1/3 parte), para un total de ciento cuatro (104) meses de prisión.

1.4. La defensora, en uso de los motivos limitados en tratándose de la terminación anticipada del proceso, recurrió el fallo con fundamento en la necesidad de concederle a su patrocinado el subrogado de la condena de ejecución condicional. Para ello, enuncia: es padre de dos menores, padece de una enfermedad grave como lo es el SIDA que le hace difícil vivir en un centro carcelario; en consecuencia, dejarlo en el centro de reclusión “es condenarlo a una muerte próxima”.

2.- SE CONSIDERA

No se aprecian motivos para desestimar el análisis acerca de la necesidad de una condena. Tanto la autoría como la responsabilidad en el ilícito están debidamente acreditadas, más aún, cuando se cuenta con la aceptación libre y llana de parte del comprometido TORRES CANO.

El tema del subrogado es el punto a debatir. Con respecto a su procedencia no existe posibilidad alguna, habida consideración del cumplimiento de los requisitos de ley. Al decir del artículo 63 del Código Penal, la ejecución condicional de la sanción no procede cuando la pena impuesta supera los tres años de prisión (36 meses). Como se sabe, el señor TORRES fue condenado a la pena principal de ciento cuatro (104) meses, es decir, el mínimo posible para su caso (una punición muy superior a la establecida para acceder al beneficio liberatorio).

Sobran pues disquisiciones en torno a la admisibilidad del subrogado pretendido por la defensa. Existe una prohibición legal al respecto y debe ser negada la petición por un aspecto netamente objetivo.

En cuanto a la enfermedad que padece el interno y que podría dar lugar a una eventual suspensión de la pena por “enfermedad grave”, observa la Sala que en el expediente obra el resultado de medicina legal (fl. 62) en cuyo contenido se explica que no obstante padecer el señor TORRES del síndrome de inmunodeficiencia humana adquirida, el estadio en el cual se encuentra en este momento -primer nivel- no permite concluir una enfermedad grave que impida su reclusión; en consecuencia, el tratamiento es ambulatorio y sólo requiere supervisión médica.

No existen razones jurídicas por tanto para evitar el cumplimiento de la pena; en consecuencia, su ejecución debe llevarse a cabo en los términos señalados en la parte resolutiva del fallo recurrido. Se le dará confirmación al proveído revisado.

3.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de La Virginia, en lo que fue objeto de apelación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                        VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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